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Resumen: en nuestro país, derivado de una sentencia de la 
Corte Interamericana, el Poder Judicial de la Federación, está 
dispuesto a asumir la plena responsabilidad de la decisión, y 
permitir que personas que han cometido un delito grave, que 
hoy en día están enunciados en el artículo 19 constitucional, 
como delitos que requieren prisión preventiva oficiosa, puedan 
seguir su procedimiento en libertad provisional bajo caución. 
De ser así, el posible escenario que tendríamos, pudiera tra-
ducirse en un descontento social que se pudiera generar por 
permitir que personas que cometieron estos delitos, continúen 
su proceso estando en libertad, solo garantizando la compare-
cencia de ellos a los juicios bajo caución, sin que se afecte, no 
solo su derecho a la presunción de inocencia, sino también los 
derechos de audiencia, debido proceso, legalidad y cualquier 
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otro que puedan hacer valer en todos y cada una de las instan-
cias judiciales. 

Abstract: in our country, derived from a ruling by the In-
ter-American Court, the Judicial Branch of the Federation is 
willing to assume full responsibility for the decision, and allow 
people who have committed a serious crime, which today are 
listed in the article 19 of the Constitution, as crimes that requi-
re informal preventive detention, can continue their procedure 
on provisional release under bail. If so, the possible scenario 
that we would have could translate into social discontent that 
could be generated by allowing people who committed these 
crimes to continue their trial while free, only guaranteeing 
their appearance at trials under bail, without is affected, not 
only their right to the presumption of innocence, but also the 
rights of hearing, due process, legality and any other that they 
may assert in each and every one of the judicial instances.
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Sumario: I. El concepto del derecho a la presunción de inocen-
cia. II. La influencia de las disposiciones internacionales que 
regulan el derecho a la presunción de inocencia. III. El derecho 
a la presunción de inocencia en el derecho constitucional mexi-
cano. IV. Algunas consideraciones. Referencias.

I. El concepto del derecho a  
la presunción de inocencia

La presunción de inocencia a lo largo de la historia ha tenido un 
tratamiento que ha permitido sentar las bases bajo los cuales, se 
puede justificar la afectación que puede sufrir una persona en 
su derecho a la libertad personal. Originalmente, el centro de la 
discusión se enfocó desde la noción misma de la pureza absolu-
ta; procurando encontrar un sustento ideológico que permitie-
ra justificar la inocencia de las personas desde el nacimiento, y 
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que es posible mantener hasta la muerte. Recordemos que, en la 
antigua Roma y hasta el derecho canónico, el principio in dubio 
pro-reo, es posiblemente uno de los aspectos más antiguos que 
se tengan. Así, Justiniano en el Digesto expresaba “es preferible 
dejar impune al culpable de un hecho punible que perjudicar a 
un inocente”.1 

Esta máxima que sigue vigente hasta nuestros días, fue una 
parte fundamental bajo la cual se regulaba este principio de lo 
más favorable al reo, hasta en la valoración de las pruebas, al gra-
do tal que para Maier, constituyó la “exigencia de que la senten-
cia de condena y, por ende, la aplicación de una pena solo pue-
de estar fundada en la certeza del tribunal que falla acerca de la 
existencia de un hecho punible”.2 En este sentido, debe existir, 
de que los hechos delictivos que son imputados a una persona, 
deban afectar esa presunción,3 desde el momento mismo en que 
una persona va estar sujeta a un procedimiento penal, y queden 
debidamente demostrados en sentencia.

La idea del derecho a la presunción de inocencia, en opinión 
de Gozaine,4 es uno de los elementos que todo proceso penal debe 
garantizar, y es con la sentencia emitida en sede judicial, que se 
puede modificar la condición de inocencia de una persona, o en 
su caso, el juzgador pudiera absolver en la misma, y es así como 
solo en sentencia, sería posible que se pudiera modificar el esta-
tus que mantiene una persona en la sociedad de inocente. Y es 
así, como, solo en sentencia, es posible modificar el estatus social 
de inocente de una persona, y la “condena”, permitiría concebir 
un nuevo estatus del individuo en la sociedad.5 Para Ferrajoli, el 
derecho a la presunción de inocencia, implica la aceptación de 

1	 Ulpiano, Digesto, De poenis, citado por Maier, Julio B. J., Derecho Procesal 
Penal, Fundamentos, 2a. ed., Buenos Aires, Editores del Puerto, 2004, p. 494.

2	 Ibidem, p. 495.
3	 Aguilar García, Ana Dulce, Presunción de inocencia, CNDH, 2015, p. 22.
4	 Gozaíni, Osvaldo Alfredo, Derecho procesal constitucional, de. Belgrano, 

Buenos Aires, 1999, p. 227.
5	 Benavente Chorres, Hesbert, “El derecho constitucional a la presunción de 

inocencia en Perú y México, así como su relación con los demás derechos 
constitucionales”, Estudios Constitucionales, año VII, núm. 1, Centro de Estu-
dios Constitucionales de Chile- Universidad de Talca, 2009, pp. 59-89, p. 61.
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dos reglas, la primera, consistente en aceptar lo que él denomina 
como “la regla de tratamiento del imputado, que excluye o res-
tringe al máximo la limitación de la libertad personal” y en un 
segundo término, “la regla del juicio, que impone la carga acusa-
toria de la prueba hasta la absolución en caso de duda”.6 

Para Nogueira Alcalá, una persona tiene una condición pre-
via en la sociedad, de que su comportamiento cumple con las 
reglas impuestas por el Estado de derecho, es decir, el derecho a 
la presunción de inocencia, es una condición a priori, que permi-
te refrendar que las personas nos comportamos en sociedad de 
acuerdo con los principios, valores y reglas conferidas en el pro-
pio Estado de derecho, y se constituye en consecuencia, como el 
derecho que tenemos al vivir en sociedad, de contar con la garan-
tía del debido proceso, y de evitar cualquier medida que pudiera 
provocar un daño a cualquier persona considerada como inocen-
te, hasta que no se demuestre lo contrario en un juicio penal.7 

En opinión de Gozaine, el contar con el derecho a la presun-
ción de inocencia, no es un elemento que permita exculpar a una 
persona de su responsabilidad en la comisión de un delito, sino 
que, se debe traducir, como el derecho que tiene cualquier per-
sona, de que la autoridad tenga la obligación de demostrar en un 
juicio, con las pruebas aportadas, de la responsabilidad que tuvo 
una persona en la comisión de un delito, atendiendo al principio 
de razonabilidad de la decisión judicial.8 En este punto, es impor-
tante resaltar, que para que ello fuera aceptable, cualquier perso-
na tendría el derecho de audiencia, así como el derecho al debido 
proceso, mismos derechos, que podemos considerar como mí-
nimos indispensables a garantizar en una sociedad democrática. 

En este sentido, para Manzini Vizenzo el derecho a la pre-
sunción de inocencia contiene una calidad jurídica en la cual, 

6	 Ferrajoli, Luigi, Derecho y razón, 5a. ed., Trotta, Madrid, 2001, p. 551. 
7	 Nogueira Alcalá, Humberto, “Consideraciones sobre el derecho fundamen-

tal a la presunción de inocencia”, Revista Ius et Praxis, núm. 11, Universidad 
de Talca, 2005, pp. 221 y 222. 

8	 Gozaíni, Osvaldo Alfredo, “La presunción de inocencia. Del proceso penal 
al proceso civil”, Revista Latinoamericana de Derecho, año III, núm. 6, Mé-
xico, UNAM, 2006, p. 158. 
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una persona debe considerarse como no culpable penalmente. Y 
para aceptar la pérdida de esta condición, requiere de elementos 
racionales que pudieran justificar el bien jurídicamente protegi-
do que se pretende proteger con los procedimientos instaurados 
en la comisión de un delito, debido a la actuación represiva del 
Estado, que pretende actuar para evitar un daño o una ofensa 
mayor por parte del sujeto activo del delito.9 Pero para justificar 
esta actuación, se requiere forzosamente de la comprobación de 
los hechos y de la responsabilidad del sujeto que participa en la 
comisión de un delito, debido a que a contrario sensu, encontra-
mos como parte de los derechos de toda persona, el derecho a la 
presunción de inocencia, mismo que, la justificación para verse 
afectada, en todos los casos, debería ser hasta en tanto se pueda 
lograr la comprobación de la comisión de un delito, y la respon-
sabilidad que tuvo un individuo en la misma.

Para Binder el derecho a la presunción de inocencia implica, 
que la culpabilidad debe quedar plenamente demostrada,10 me-
diante las pruebas aportadas en el juicio, sin que sea necesario que  
se tuviera que construir la inocencia de una persona. Por lo  
que, nadie debería ser considerado culpable hasta en tanto no 
exista una condena, y eso es solo posible obtenerlo a través de 
una sentencia judicial que así lo decrete.11 Habría que agregar, 
que no basta con obtener una sentencia condenatoria, sino que 
se requeriría, además, que la sentencia haya quedado firme para 
todos los efectos legales conducentes, es decir, que no se pueda 
ya modificar por ninguna instancia revisora dentro de las instan-
cias de justicia de un país.

Al respecto, Cárdenas Rioseco considera que: 

[…] la presunción de inocencia es un derecho subjetivo público, 
que se ha elevado a la categoría de derecho humano fundamental 
que posee su eficacia en un doble plano: por una parte, opera en 
las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la 
consideración y el trato de no autor o no partícipe en hechos de 

9	 Manzini Vizenzo, Tratado de Derecho Procesal Penal, Buenos Aires, Edicio-
nes Jurídicas, vol. I, 1951, p. 180.

10	 Binder, Alberto, Introducción al Derecho Procesal Penal, Buenos Aires, Edi-
torial Hammurabi, 1993, p. 20.

11	 Nogueira Alcalá, Humberto, op. cit., p. 9.
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carácter delictivo o análogos a estos; por otro lado, el referido de-
recho opera fundamentalmente en el campo procesal, con influjo 
decisivo en el régimen jurídico de la prueba.12 

En este sentido, para Nogueira Alcalá, el principio de presun-
ción de inocencia, permite obtener una perspectiva que impacta 
en doble aspecto, el primero, centrado en la carga y valor de la 
prueba, como parte de los requisitos necesarios que va a requerir 
el juzgador en el juicio. Y el segundo, el razonamiento o consi-
deración que debe tomar en cuenta el juzgador para resolver la 
litis, es decir el conflicto en sentencia.13 Al respecto, Martínez 
Remigio señala la necesidad de considerar que: “La presunción 
de inocencia extiende su vigencia más allá de la fase del juicio 
oral, para gozar de virtualidad en el momento de la investigación. 
Influye en el terreno valorativo, pero trasciende de este para en-
cuadrarse en el aspecto objetivo de la prueba. Es un principio ge-
neral de directa aplicación por los órganos jurisdiccionales”.14 Es 
decir, se centra en el tratamiento que debe recibir el indiciado en 
el procedimiento penal, exigiendo en consecuencia, la afectación 
mínima de cualquier medida que pudiera restringir los derechos 
de toda persona sujeta a un procedimiento penal. Legales. 

Y al ser así, entonces, el principio de presunción de inocencia 
representa la garantía que tiene cualquier persona, de ser tratado 
en todo momento como inocente, y no sufrir la afectación o limita-
ción de cualquier de sus derechos hasta en tanto no exista una sen-
tencia condenatoria, y como afirmamos, siempre que esta senten-
cia haya quedado firme para todos los efectos legales conducentes.

II. La influencia de las disposiciones internacionales  
que regulan el derecho a la presunción de inocencia

En el ámbito internacional, el antecedente que logró consolidar 
la concepción de este derecho se vio reflejada en la Declaración 

12	 Cárdenas Rioseco, Raúl F., La Presunción de Inocencia, 2a. ed., México,  
Porrúa, 2006, p. 23. 

13	 Nogueira Alcalá, Humberto, op. cit., p. 9.
14	 Martínez Remigio, Zarezca, “Presunción de inocencia en el proceso penal”, 

Revista Jurídica Justicia y Derecho, año III, núm. 5, diciembre de 2005, p. 25. 
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de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 en Fran-
cia, a disponer en el artículo 9 de la Declaración15 que debe ser 
severamente reprimido por la ley. El derecho internacional tam-
bién ofrece cobertura normativa a la presunción de inocencia. El 
artículo 11.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
prescribe el derecho a la presunción de inocencia.16 También el 
artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos (1966)17 lo regula en los mismos términos. Además, el artí-
culo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
igualmente regula el derecho a la presunción de inocencia.18 En 
este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 
afirmado que “las medidas cautelares que afectan, entre otras, la 
libertad personal del procesado tienen un carácter excepcional, 
ya que se encuentran limitadas por el derecho a la presunción 
de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y propor-
cionalidad, indispensables en una sociedad democrática”, que 
determinó en el caso Palamara Iribarne vs. Chile,19 de ahí que, 
cumplidas las exigencias legales y constitucionales, es posible 
que puedan establecerse medidas cautelares al imputado, que, en 
todo caso, requieren revisarse de conformidad con lo previsto  
en el ordenamiento jurídico. 

La Corte IDH, en el caso Suárez Rasero vs. Ecuador,20 ha seña-
lado que el principio de presunción de inocencia es el resultado 
de las garantías judiciales reconocidas en la Convención Ameri-

15	 “Puesto que todo hombre se presume inocente mientras no sea declarado 
culpable, si se juzga indispensable detenerlo, todo rigor que no sea necesa-
rio para apoderarse de su persona”.

16	 “[t]oda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su ino-
cencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio 
público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para 
su defensa”. 

17	 “[t]oda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”.

18	 “[t]oda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su ino-
cencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”.

19	 Corte IDH. Caso Palamara Iribarne vs. Chile. Fondo Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C, núm. 135, párr. 197.

20	 Corte IDH. Caso Suárez Rosero vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de no-
viembre de 1997. Serie C, núm. 35, párr. 77.
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cana sobre Derechos Humanos, por él, se afirma que una persona 
es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada. Por ello, es 
un elemento esencial para la realización efectiva del derecho de 
defensa, caso Ricardo Canese vs. Paraguay.21 

En lo que respecta al juez, este principio exige que “los juzga-
dores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el 
acusado ha cometido el delito que se le imputa, [...] y cualquier 
duda debe ser usada en beneficio del acusado”. En ese sentido, 
“[l]a presunción de inocencia se vulnera si antes de que el acusa-
do sea encontrado culpable una decisión judicial relacionada con 
él refleja la opinión de que [sí lo] es”.22 Este principio también 
vincula a las autoridades públicas. Por él resulta exigible que el 
Estado no condene informalmente a una persona o emita juicio 
ante la sociedad, contribuyendo así a formar una opinión públi-
ca, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad 
penal de aquélla.23

III. El derecho a la presunción de inocencia  
en el derecho constitucional mexicano

A raíz de la reforma constitucional de 18 de junio del 2008, el 
Estado mexicano llevó a cabo la incorporación del derecho a la 
presunción de inocencia en el artículo 20 apartado B, de los dere-
chos de toda persona imputada.24 Adicionalmente, también rea-
lizó un ajuste a las disposiciones complementarias que permitan 
sentar las bases para que una persona que se presume su respon-

21	 Corte IDH. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C, núm. 111, párr. 154.

22	 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre 
de 2010. Serie c, núm. 220, párr. 184, y Caso López Mendoza vs. Venezuela. 
Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011, Serie 
C, núm. 233, párr. 128.

23	 Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C, núm. 119, párrs. 159 y 160.

24	 Artículo 20 [...] apartado B. De los derechos de toda persona imputada: [...] 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad 
mediante sentencia emitida por el juez de la causa; [...]
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sabilidad en la comisión de un delito pueda seguir el procedi-
miento preferentemente en libertad. Al disponer en el artículo 
18, primer párrafo.25

Incluso, se incorporó al texto constitucional, el catálogo de 
delitos bajo los cuales es posible determinar la prisión preventiva 
oficiosa, que tradicionalmente estaba reservada para los delitos 
que en la legislación procesal penal, estaban señalados como gra-
ves, y que tanto la federación como las entidades federativas del 
país, podía señalar por sí mismas dicho catálogo, propiciando que 
una misma figura delictiva, tuviera un tratamiento diferenciado 
según el territorio del país en el cual se cometió el delito. Situa-
ción que ya no es posible, debido a que, ahora, el catálogo de de-
litos que prevé la prisión preventiva oficiosa se encuentra dentro 
del propio texto constitucional, en el artículo 19, segundo párrafo.

La prisión preventiva es una de las medidas cautelares que 
pueden ser adoptadas por los juzgados de control, para garantizar 
la comparecencia de la persona imputada en el juicio, así como 
para complementar el desarrollo de la investigación y para prote-
ger a la víctima, a los testigos o a la comunidad. Sin embargo, en 
la práctica, las autoridades ministeriales han solicitado la prisión 
preventiva, incluso, en aquellos casos en donde no se ha previsto 
como oficiosa, identificada como prisión preventiva justificada. 
Esta situación desde antes de la reforma constitucional de 18 de 
junio de 2008 ya se contemplaba, y los supuestos bajo los cuales 
era posible solicitarla, estaban debidamente analizados tanto por la 
doctrina, en los códigos de procedimientos penales vigentes tanto 
a nivel federal, como de cada una de las entidades federativas.

Sin embargo, en la actualidad, la prisión preventiva justifi-
cada, desde la entrada en vigor del Código Nacional de Proce-
dimientos Penales, es decir, desde el 18 de junio del año 2016, 
ha generado bastante inconformidad entre la comunidad jurídica 
del país. Ya que la autoridad ministerial, en cualquier delito que 
no requiera prisión preventiva oficiosa, es decir, sin encontrarse 

25	 Artículo 18. Párrafo primero. Solo por delito que merezca pena privativa 
de libertad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de esta será distinto del 
que se destinare para la extinción de las penas y estarán completamente 
separados. [...]
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la comisión del delito en el catálogo previsto en el artículo 19 
de la Constitución mexicana, ha solicitado ampliamente esta me-
dida en otros delitos, propiciando incluso, que los jueces tanto 
federales como del fuero común, en sus inicios, la concedieran 
en la mayoría de los casos, situación que había convertido a la 
medida de prisión preventiva, como una herramienta que está 
afectando gravemente al derecho a la presunción de inocencia.

La discusión, tanto en el ámbito doctrinal, como aquella que 
ha derivado en la resolución de los asuntos en los tribunales, ha 
permitido una amplia y extensa discusión, que inclusive, ha de-
rivado en que algunos juzgadores, han resuelto asuntos decre-
tando la vulneración del derecho a la presunción de inocencia, 
argumentando en su decisión; de prisión preventiva, incluso de 
la oficiosa; la autoridad ministerial no expuso los razonamientos 
para justificar la medida. Situación que es por demás limitada en 
el análisis, y que, en consecuencia, nos obliga a tratar de encon-
trar más datos que pudieran entender y justificar esta decisión 
que puede resultar más compleja de los que pudiera representar 
en un análisis simple.

Dentro de las razones que se han utilizado, y que se han di-
fundido a nivel social, comentan que la prisión preventiva en el 
nuevo sistema de justicia penal acusatorio, oral y adversarial,  
deriva del sistema anglosajón, y que, en aquel sistema, no se au-
toriza la prisión preventiva de manera oficiosa, sino que, en cada 
caso, la autoridad judicial revisa la medida, y las razones por las 
cuales la fiscalía lo solicita, y en su caso, decide si la concede o 
no. Situación que en un primer término podemos considerar ade-
cuada. Sin embargo, de los datos oficiales que se encuentran dis-
ponibles, en el sistema estadounidense, refleja que un porcentaje 
casi total, todas las conductas constitutivas de la comisión de un 
delito, que tradicionalmente identificamos como graves,26 en lo 
que respecta a la prisión preventiva, son solicitadas por las fisca-
lías y concedidas por las autoridades judiciales en aquella nación.

26	 Elemento que fue eliminado del Código Nacional de Procedimientos Pena-
les, y que ahora en nuestro país solo se señalan como delitos con prisión 
preventiva oficiosa, y que en Estados Unidos de América son los homici-
dios en primer grado, violación, secuestro, narcotráfico, delincuencia orga-
nizada, por citar algunos.
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Esta cuestión en nuestra nación, debemos recordar que no 
está regulada en los mismos términos, ya que, si bien es cierto 
que, el derecho a la presunción de inocencia es un derecho de 
rango constitucional, y no solo de ese nivel, sino también conven-
cional, lo cierto es también que en nuestra nación encontramos 
al mismo nivel jerárquico, es decir, en el texto constitucional, las 
limitaciones que deberán tener los derechos, y en este sentido, 
la limitación de la presunción de inocencia, solo para el caso de 
continuar el procedimiento judicial en el cual se estará juzgando 
a una persona, el indiciado, procesado o inculpado, por utilizar 
algunas de las denominaciones que recibe una persona cuando 
se presume su participación en la comisión de un delito de los 
contemplados con prisión preventiva oficiosa según el artículo 
19 constitucional, debe seguir el procedimiento estando recluido 
en un centro penitenciario.

Dentro del catálogo de medidas cautelares, la prisión preven-
tiva es la más gravosa, porque implica mantener en la cárcel a una 
persona mientras se desarrolla el proceso. Es decir, significa ir a 
la cárcel sin condena. Para decidir sobre la prisión preventiva, 
los juzgados de control deben aplicar los principios de subsidia-
riedad, excepcionalidad, idoneidad, necesidad y proporcionali-
dad. En junio de 2008 se introdujo al artículo 19 constitucional 
una modalidad de aplicación de la prisión preventiva denomina-
da oficiosa o automática, que eliminó la posibilidad judicial de 
aplicar los principios arriba citados en un debate en el que se 
discutiera la procedencia o no de la prisión preventiva. Basta con 
que la fiscalía judicialice la carpeta de investigación imputando la 
responsabilidad a una persona por la comisión de un delito con-
tenido en el catálogo del artículo 19 constitucional, y que se dicte 
auto de vinculación a proceso, para que el juzgado de control esté 
obligado a imponer la prisión preventiva a la persona sin mayor 
trámite.

Esta realidad, de conformidad con el Cuaderno Mensual de 
Información Estadística Penitenciaria Nacional,27 en junio de 
2022, 226,916 personas se encontraban detenidas, y 92,595 con-
taban con prisión preventiva. Al respecto, en la Suprema Corte 

27	 Cuaderno Mensual de Información Estadística Penitenciaria Nacional, ht-
tps://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/747188/CE_2022_06.pdf 
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de Justicia de la Nación, se encuentra la acción de inconstitucio-
nalidad 130/2019, aun cuando se inició la discusión en octubre 
de 2021, continúa en trámite en el máximo tribunal de la nación, 
así como también, existe un amparo en revisión 355/2021, en el 
cual, los quejosos solicitaron a la justicia federal, la revisión bajo 
el principio de interpretación conforme en sentido amplio, de  
las bases contenidas en el artículo 167 del Código Nacional  
de Procedimientos Penales, y su respectiva armonización tanto 
con el artículo 19 constitucional y el 7.3 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos. Con la finalidad de invalidar la 
prisión preventiva oficiosa que fue decretada en su contra.

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
tiene como limitaciones para el análisis del presente caso, la 
jurisprudencia 20/2014, que deriva de la contradicción de te-
sis 293/2011, y que resulta de aplicación obligatoria. Bajo este 
escenario, la prisión preventiva oficiosa encuentra un sustento 
importante derivado del resultado de la tesis que se emitió en la 
contradicción de tesis 293/2011. 

En el ámbito internacional, la Corte IDH resolvió el caso Da-
niel García y Reyes Alpízar,28 misma que resultó en la condena al 
Estado mexicano, y en consecuencia, determinar como una de 
las medidas de no repetición, en lo que respecta a las reparacio-
nes, e inclusive, condenando a reformar su legislación con la fi-
nalidad de eliminar la prisión preventiva oficiosa, sustentando su 
determinación en el derecho a la presunción de inocencia. 

En este sentido, es importante resaltar que, en lo que respec-
ta a la contradicción de tesis 293/2011,29 en la cual, el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que tanto 
derechos humanos contenidos en la Constitución y en los trata-
dos internacionales, no se encuentran relacionados en términos 
jerárquicos, sino que forman parte del parámetro de regularidad 

28	 Corte IDH. Caso García Rodríguez y otro vs. México. Excepciones Prelimina-
res, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de enero de 2023. Serie 
C, núm. 482.

29	 Contradicción de Tesis 293/2011, “SCJN determina que las normas sobre 
derechos humanos contenidas en Tratados Internacionales tienen rango 
constitucional”, https://www2.scjn.gob.mx/asuntosrelevantes/pagina/se-
guimientoasuntosrelevantespub.aspx?id=129659&seguimientoid=556
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constitucional bajo el cual se estructura el Estado de derecho en 
nuestra nación. Sosteniendo que, cuando en la Constitución se 
encuentre una limitación expresa al ejercicio de los derechos hu-
manos contenidos en los tratados internacionales, deberán pre-
valecer los límites previstos en el texto constitucional. Lo ante-
rior, fue decidido, tomando como sustento el artículo primero, 
párrafo primero de la Constitución mexicana, en contravención 
a lo dispuesto por el mismo artículo primero párrafo segundo.  
Es decir, el máximo tribunal del país, decidió privilegiar el princi-
pio de interpretación constitucional conforme, respecto al prin-
cipio pro persona. Esta situación, derivó en la sentencia emitida 
por la Corte IDH, que condenó al Estado mexicano en el caso 
Tzompaxtle Tecpile y otros vs México, de 7 de noviembre de 2022.30

En este sentido, la Corte IDH examinó la figura del arraigo 
a la luz de los derechos humanos reconocidos en la Convención 
Americana de Derechos Humanos, respecto a aquella regulación 
contenida en la Constitución mexicana respecto a las limitacio-
nes previstas al derecho a la libertad personal, y determinó que 
los contenidos en la Constitución mexicana, en su regulación  
de la limitación al derecho a la libertad personal, van más allá de  
las que se encuentran reguladas en la Convención Americana  
de Derechos Humanos respecto al derecho a la libertad personal, 
situación que derivó en esta condena en la sentencia de noviem-
bre de 2022, en el caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs México, que 
se hizo llegar al Estado mexicano el 27 de enero del 2023, por 
contravenir la regulación del derecho a la libertad personal pre-
visto en la Convención Americana de Derechos Humanos.

IV. Algunas consideraciones

En nuestro país, la prisión preventiva oficiosa no se encuentra 
regulada en los mismos términos que aquellas naciones de tradi-
ción del commun law, debido a que, en aquellas naciones, si bien 
es cierto que, cualquier persona que comete un delito sea cual 

30	 Corte IDH. Caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México. Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de noviembre de 2022. 
Serie C, núm. 470.
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fuere este, puede solicitar le autorice la libertad provisional bajo 
caución. Adicional a lo anterior, para Richard M. Aborn y As-
hley D. Cannon, la prisión preventiva justificada, en los países de  
tradición anglosajona, propicia que gran parte de las personas 
detenidas por la comisión de un delito, y que les decretaron la 
prisión preventiva justificada, se mantienen en prisión, durante 
todo el procedimiento del juicio.31

Así, en nuestro país, para evitar una amplia discriminación 
que permite esa discrecionalidad, se utilizó el principio de lega-
lidad y se incorporó a la propia Constitución, en el artículo 19, 
los delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, propiciando 
que, en todos los casos, quienes sean señalados por su probable 
responsabilidad en esos delitos que requieren prisión preventiva 
oficiosa, todos, sin discrecionalidad judicial, deben seguir el pro-
cedimiento estando detenidos.

Las recientes decisiones judiciales que varios jueces federales 
han autorizado, de revocar la prisión preventiva oficiosa en va-
rios procedimientos en los cuales se había cometido un delito de  
los señalados con prisión preventiva oficiosa por el artículo 19 
de la Constitución mexicana, es por demás, de un escaso análisis 
constitucional, ya que pretende que, para justificar la medida, el 
Ministerio Público señale las razones por las cuales está solici-
tando las mismas, situación que el propio texto del artículo 19 
de la Constitución mexicana no exige.32 Hacerlo en esos térmi-

31	 Aborn, Richard M. y Cannon, Ashley D., “Prisiones: encerrados sin senten-
cia”, Americas Quarterly, https://www.americasquarterly.org/prisiones-ence-
rrados-sin-sentencia/

32	 Han sido bastantes las decisiones que al día de hoy, han dictado jueces fede-
rales para autorizar la libertad provisional bajo caución a personas que han 
cometido delitos de los señalados con prisión preventiva oficiosa, como lo 
ha sido la autorizada el 23 de septiembre de 2023 al abogado Juan Collado, 
https://elpais.com/mexico/2023-09-22/un-juez-concede-la-libertad-provi-
sional-a-juan-ramon-collado-el-abogado-de-pena-nieto.html, así como la au-
torizada el 24 de febrero de 2024 a Emilio Lozoya, https://www.proceso.
com.mx/nacional/2024/2/20/juez-concede-libertad-provisional-emilio-lo-
zoya-324288.html, o la autorizada el 12 de abril de 2024 a Jesús Murillo 
Karam https://lopezdoriga.com/nacional/juez-concede-prision-domicilia-
ria-exprocurador-jesus-murillo-karam/, por citar algunos casos relevantes, 
entre otros del ámbito nacional.
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nos, implica incluso confundir las bases bajo las cuales se sustenta 
el Estado de derecho en nuestra nación, sujetándolas a aquellas 
que tienen vigencia en la tradición anglosajona, situación que en 
nuestra nación no está permitida, por ser ampliamente discrimi-
natorias.
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